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ANUNCIO 

 
PLANTILLA DE RESPUESTAS DEL PRIMER EXAMEN DE LA FASE DEL 
PROCESO SELECTIVO PARA LA PROVISIÓN MEDIANTE OPOSICIÓN, DE 
DOS PLAZAS DE TÉCNICO/A JURÍDICO/A URBANISTA, FUNCIONARIO/A, 
DE ACCESO LIBRE Y CONSTITUCIÓN DE BOLSA DE EMPLEO, DEL AYUN-
TAMIENTO DE VALDEMORO, (OFERTAS DE EMPLEO PÚBLICO DE 2023 Y 
2025) CONFORME A LAS BASES ESPECÍFICAS PUBLICADAS EN BOCM Nº 
215 DE 9 DE SEPTIEMBRE DE 2025 
 
 
El Tribunal Calificador del proceso selectivo ha adoptado el siguiente 
 

ACUERDO 
 
PRIMERO. - Publicar el cuadernillo de preguntas del primer ejercicio (100 
preguntas tipo test+10 preguntas de reserva) y su correspondiente plantilla 
de respuestas correctas. 
 
SEGUNDO. - Publicar el presente anuncio, junto con el cuadernillo de pre-
guntas y plantilla de respuestas correctas en sede electrónica del Ayunta-
miento de Valdemoro, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas. 
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1. ¿Qué regula la sección 1ª del Capítulo Segundo del Título I de la Constitución Española de 

1978? 
a. De los Derechos Fundamentales y de las Libertades Públicas. 
b. De los Derechos y Deberes de los ciudadanos. 
c. De los Principios Rectores de la Política Social y Económica. 
d. Del Gobierno. 

 
2. De acuerdo con los artículos 148 y 149 de la Constitución Española de 1978, ¿cuáles de las 

siguientes competencias no podrán ser asumidas por las comunidades autónomas? 
a. Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, lo que no desarrollen 

actividades comerciales. 
b. La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la agricultura, la caza y la pesca fluvial 
c. La sanidad exterior, las bases y coordinación general de la sanidad y la legislación sobre productos 

farmacéuticos. 
d. La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones y la coordinación y demás facultades en 

relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica. 
 

3. El Defensor del Pueblo está regulado además de por Ley Orgánica por el siguiente artículo de 
la Constitución Española: 

a.  43 
b.  12 
c.  54 
d.  4 

 
4. ¿El Estado puede transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, facultades correspon-

dientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de trans-
ferencia o delegación? 

a. Nunca 
b. Mediante Ley Ordinaria 
c. Mediante Real Decreto 
d. Mediante Ley Orgánica 

 
5. Los miembros del Tribunal constitucional serán designados por un período de: 
a. Seis años con posibilidad de reelección por un límite de nueve años. 
b. Nueve años y se renovarán por terceras partes cada tres años. 
c. Doce años y se renovaran la cuarta parte al noveno año. 
d. Nueve años y se renovarán anualmente. 

 
6. En el Derecho de la Unión Europea, ¿qué actos jurídicos tienen carácter vinculante? 
a. Los Reglamentos, las Directivas y las Decisiones. 
b. Las Directivas, los Dictámenes y las Decisiones. 
c. Solo las Directivas. 
d. Solo los Reglamentos. 

 
7. Conforme al artículo 19 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Labo-

rales, respecto a la formación que reciben los trabajadores (señalar la respuesta correcta): 
a. Deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador, adap-

tarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera 
necesario. 

b. Se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con servicios ajenos y, 
su coste podrá recaer sobre los trabajadores. 

c. Deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador, adap-
tarse a la evolución de los riesgos y repetirse anualmente. 

d. No podrá realizarse en horas de trabajo. 
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8. De acuerdo a lo dispuesto por el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid: 
a. Corresponde al Gobierno la elaboración y ejecución del presupuesto de la Comunidad de Madrid, y 

a la Asamblea su examen, enmienda, aprobación y control. 
b. Corresponde al Consejero de Hacienda la elaboración del presupuesto de la Comunidad de Madrid, 

y al Gobierno su aprobación y ejecución. 
c. Corresponde al Gobierno la elaboración del presupuesto de la Comunidad de Madrid y a las Cortes 

Generales su aprobación y control. 
d. Corresponde al Gobierno la elaboración del presupuesto de la Comunidad de Madrid y a la Cámara 

de Cuentas su examen, aprobación y control. 
 

9. Según el artículo 21 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, ¿cuál de 
los siguientes temas es de consulta obligatoria al Consejo de Estado en Pleno? 

a. Las dudas y discrepancias que surjan en la interpretación o cumplimiento de la normativa vigente. 
b. Las transacciones judiciales y extrajudiciales sobre los derechos de la Hacienda Pública y someti-

miento o arbitraje de las contiendas que se susciten respecto de los mismos. 
c. Los asuntos relativos a la organización, competencia y funcionamiento del propio Consejo de Estado. 
d. Los problemas jurídicos que suscite la interpretación de las resoluciones emanadas de las organiza-

ciones de titularidad pública. 
 

10. De acuerdo con el artículo 1 de la Constitución Española de 1978, España se constituye en un 
Estado social y democrático de Derecho que propugna como valores superiores de su orde-
namiento jurídico: 

a. La libertad, la justicia, la tolerancia y la protección social. 
b. La libertad, la igualdad, el respeto y el pluralismo político. 
c. La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 
d. La justicia, la solidaridad, la protección social y la tolerancia. 
 
11. Según la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, es función del presidente del Go-

bierno: 
a. Sancionar y promulgar las leyes. 
b. Convocar referéndums consultivos, previa autorización del Congreso de los Diputados. 
c. Interponer recursos de inconstitucionalidad. 
d. Separar del cargo a los vicepresidentes y a los ministros 

 
12. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo 

con los principios de: 
a. Eficacia, eficiencia, jerarquía, descentralización y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 

Derecho 
b. Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 

ley y al Derecho. 
c. Eficiencia, jerarquía, descentralización y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 
d. Eficacia, jerarquía, centralización y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

 
13. De conformidad con el artículo tercero de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del defensor 

del pueblo: 
a. Podrá ser elegido defensor del pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno 

disfrute de sus derechos civiles y políticos. 
b. El defensor del pueblo deberá ser nombrado entre los ciudadanos españoles que residan en territorio 

nacional. 
c. El defensor del pueblo deberá ser nombrado entre los funcionarios públicos con más de diez años de 

servicio activo. 
d. El defensor del pueblo deberá ser nombrado entre abogados y otros juristas, de reconocida compe-

tencia. 
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14. Las disposiciones contenidas en los tratados internacionales podrán ser derogadas, modifi-
cadas o suspendidas 

a. En la forma prevista en las normas generales del Derecho internacional, previa autorización de las 
Cortes Generales, a través del Ministro de Asuntos Exteriores. 

b. En la forma prevista en el Código Civil y de acuerdo con las normas generales del Derecho interna-
cional. 

c. En la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho 
internacional. 

d. En la forma prevista en los propios tratados, previa autorización de las Cortes Generales a través del 
Consejo de Ministros. 

 
15. Según l artículo 122 de la Constitución Española de 1978, el órgano de gobierno del Poder 

Judicial es: 
a. El Ministerio de Justicia. 
b. El Tribunal Supremo. 
c. El Consejo General del Poder Judicial. 
d. El Consejo Superior del Poder Judicial. 

 
16. Tal y como establece el art 29 de la Ley Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de 

Cuentas. El Presidente del Tribunal de Cuentas será nombrado de entre sus miembros: 
a. Por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno y por un periodo de seis años. 
b. Por el Presidente del Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno por un periodo de seis años. 
c. Por el Presidente del Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno por un periodo de tres años. 
d. Por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno y por un periodo de tres años. 

 
17. El Gobierno ejerce, de acuerdo con la Constitución y las Leyes, según lo establecido en el 

artículo 97 de la Constitución Española de 1978: 
a. La función legislativa y la potestad reglamentaria. 
b. La función ejecutiva y la potestad legislativa. 
c. La función ejecutiva y la potestad reglamentaria. 
d. La función ejecutiva y la potestad reglamentaria y administrativa. 

 
18. El Comité Económico y Social Europeo (CESE): 
a. Es un órgano consultivo que defiende los intereses de los diferentes partidos políticos de la UE en 

materia social y económica. 
b. Asiste, con carácter consultivo, al Consejo y a la Comisión y tiene su sede en Luxemburgo. 
c. Es un órgano consultivo y sus miembros son propuestos por los Gobiernos de los Estados miembros 

y nombrados por el Consejo por un período de cinco años. 
d. Es un órgano consultivo que está formado por representantes de los organismos regionales y locales 

propuestos por los gobiernos de los Estados miembros por un periodo de un año. 
 

19. ¿Cuáles de los siguientes son órganos superiores de la Administración General del Estado? 
a. Los Ministros, los Secretarios de Estado y los Subsecretarios. 
b. Los Secretarios de Estado y los Subsecretarios 
c. Los Ministros y los Secretarios de Estado. 
d. Los Ministros, los Secretarios de Estado, los Subsecretarios y los Secretarios Generales. 

 
20. ¿Quién ejerce la potestad legislativa en el ámbito de la Comunidad de Madrid? 
a. La Asamblea 
b. El Consejo de Gobierno. 
c. El Presidente de la Comunidad de Madrid. 
d. El Consejo General del Poder Judicial. 
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21. Quien puede interponer el recurso de amparo, 
a. Toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo, el 

Tribunal Supremo y el Ministerio Fiscal. 
b. Toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, los Juzgados y Tribunales, así como 

el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal. 
c. Toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el 

Ministerio Fiscal. 
d. Toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo y el Ministerio Fiscal. 

 
22. Cuando los plazos se señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles, según la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas: 

a. Salvo que reglamentariamente se disponga otro cómputo. 
b. Salvo que por Ley se disponga otro cómputo. 
c. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo. 
d. Salvo que una norma con rango de ley, una norma de la Unión Europea o de Derecho Internacional 

dispongan otro cómputo. 
 

23. Según el artículo 16 del RD. 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
Régimen Disciplinario de los funcionarios de la Administración del Estado, 

a. La sanción de suspensión de funciones impuesta por comisión de falta muy grave no podrá ser su-
perior a tres años ni inferior a uno. 

b. La sanción de suspensión de funciones impuesta por comisión de falta muy grave no podrá ser su-
perior a seis años ni inferior a tres. 

c. La sanción de suspensión de funciones impuesta por comisión de falta muy grave no podrá ser su-
perior a cinco años ni inferior a seis meses. 

d. La sanción de suspensión de funciones impuesta por comisión de falta muy grave no podrá ser su-
perior a cuatro años ni inferior a uno. 

 
24. El plazo de prescripción de las infracciones disciplinarias comentará a contarse, 
a. Desde que la falta se hubiese cometido 
b. Desde que la Administración tiene conocimiento de la falta 
c. Desde que se inicia el procedimiento para la sanción de las faltas disciplinarias. 
d. Desde que se realiza alguna actuación por parte de la Administración con conocimiento del presunto 

infractor. 
 

25. ¿Cuál es el plazo máximo para la ejecución de la Oferta de Empleo Público (OEP), 
a. Dos años desde su publicación. 
b. Dentro del plazo improrrogable de tres años. 
c. La convocatoria deberá publicarse en el mismo año natural de la publicación en el BOE y ejecutarse 

en el plazo máximo de dos años desde su publicación, salvo causa justificada 
d. Dentro del mismo año natural de la publicación en el BOE. 

 
26. ¿Cuál de las siguientes materias NO son objeto de negociación colectiva de los empleados 

públicos? 
a. Los planes de Previsión Social Complementaria, 
b. Los criterios generales de acción social, 
c. La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo. 
d. Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
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27. Según el artículo 128.1 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas, la potestad reglamentaria corresponde, 

a. Al Gobierno de la Nación en todas las materias reservadas a una Ley Orgánica, a los órganos de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas y a los órganos de gobierno locales. 

b. Al Gobierno de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, de conformi-
dad con lo establecido en sus respectivos Estatutos, y a los órganos de gobierno locales salvo en 
todas aquellas materias reservadas a una Ley Orgánica 

c. Al Gobierno de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, de conformi-
dad con lo establecido en sus respectivos Estatutos, y a los órganos de gobierno locales. 

d. Al Gobierno de la Nación, al Senado, a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y 
a los órganos de gobierno locales en todas materias reservadas a una Ley Orgánica. 
 

28. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo, 
a. se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se notifiquen al interesado, salvo 

que en ellos se disponga otra cosa, sin que se le pueda otorgar eficacia retroactiva. 
b. se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, pudiendo quedar su 

eficacia demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publi-
cación o aprobación superior. 

c. se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, no pudiendo quedar su 
eficacia demorada. 

d. se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se notifiquen al interesado, a salvo 
que en él se disponga otra cosa, pudiéndosele, excepcionalmente, otorgar eficacia retroactiva si no 
lesiona derechos o intereses legítimos de otras personas. 

 

29. ¿Cuál de los siguientes principios NO rige el acceso al empleo público según el artículo 55 del 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.? 

a. Publicidad de las convocatorias y de sus bases. 
b. Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o tareas a desarrollar. 
c. Discrecionalidad técnica en la valoración de méritos. 
d. Celeridad en la resolución de los procesos de selección. 

 

30. De acuerdo con el artículo 23 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público¿cuáles son 
las retribuciones que se fijan en función de la pertenencia a un grupo o subgrupo de clasifica-
ción profesional? 

a. Las retribuciones complementarias. 
b. Las retribuciones básicas. 
c. El complemento de destino. 
d. Las gratificaciones por servicios extraordinarios. 

 

31. Según el artículo 47.1 de la Ley 39/2015, ¿cuál de los siguientes supuestos NO conlleva la 
nulidad de pleno derecho de un acto administrativo? 

a. Los actos que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de 
poder. 

b. Los actos dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio. 
c. Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren faculta-

des o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición. 
d. Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta. 
 

32. Según el artículo 16 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. ¿qué se en-
tiende por carrera horizontal? 

a. El ascenso en la estructura de puestos de trabajo mediante concursos de méritos. 
b. El paso de un cuerpo o escala de un Subgrupo profesional a otro superior. 
c. El progreso de grado, categoría, escalón u otros conceptos análogos sin necesidad de cambiar de 

puesto de trabajo. 
d. El traslado a un puesto del mismo subgrupo profesional en otra Administración Pública manteniendo 

las retribuciones. 
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33. Para que un funcionario de carrera pueda acceder a la promoción interna, ¿qué requisito de 

tiempo mínimo de servicios prestados debe cumplir? 
a. Al menos un año de servicio activo en el inferior Subgrupo o grupo de clasificación profesional. 
b. Al menos dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo o grupo de clasificación profesional. 
c. No se exige tiempo de servicios mínimo, únicamente solo poseer la titulación requerida. 
d. Cinco años de servicios efectivos en cualquier Administración Pública. 

 
34. ¿Qué sucede si el último día de un plazo es inhábil en el municipio en el que reside el intere-

sado y hábil en la sede del órgano administrativo (o a la inversa)? 
a. Se entenderá siempre como día hábil. 
b. El interesado deberá cumplir el plazo según el calendario de la sede del órgano. 
c. El plazo se prorrogará al primer día hábil siguiente en todo caso. 
d. Se considerará inhábil en todo caso. 

 
35. ¿Cuál de las siguientes es una excepción a la ejecutividad inmediata de un acto administra-

tivo? 
a. Que se trate de un acto dictado por un órgano con competencia delegada. 
b. Que el acto deba ser publicado en un boletín oficial además de ser notificado. 
c. Que se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sancionadora. 
d. Que una disposición establezca lo contrario. 

 
36. Cuando la Administración se ve obligada a utilizar la ejecución forzosa, ¿cuál de los siguientes 

es un medio legalmente previsto? 
a. La inhabilitación inmediata del ciudadano para contratar con el sector público. 
b. El embargo preventivo de bienes. 
c. Compulsión sobre las personas. 
d. Requerimiento personal. 

 

37. ¿Cuál es el órgano encargado de promulgar, en nombre del Rey, las Leyes de las Comunidades 
Autónomas? 

a. El Presidente del Gobierno de la Nación. 
b. El Presidente de la Comunidad Autónoma respectiva. 
c. El Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma. 
d. El Presidente de la Asamblea Legislativa autonómica. 

 
38. ¿En qué situación administrativa se encuentra un funcionario de carrera cuando se desempe-

ñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las Asambleas de las ciudades 
de Ceuta y Melilla y en las entidades locales? 

a. Servicio activo. 
b. Servicios especiales. 
c. Excedencia voluntaria por interés particular. 
d. Suspensión de funciones. 

 
39. El Defensor del Pueblo es el alto comisionado designado para la defensa de los derechos 

comprendidos en el Título I de la Constitución, y dará cuenta de su gestión a: 
a. Al Rey y al Presidente del Gobierno. 
b. Al Tribunal Constitucional. 
c. A las Cortes Generales. 
d. Al Senado. 

 

40. Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. las Adminis-
traciones Públicas deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios 
(señale la incorrecta): 

a. Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 
b. Servicio efectivo a los ciudadanos. 
c. Participación, discrecionalidad y transparencia de la actuación administrativa. 
d. Responsabilidad por la gestión pública. 
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41. En la instrucción del procedimiento, ¿cuándo podrán los interesados alegar los defectos de 
tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptiva-
mente señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución 
definitiva del asunto? 

a. En todo momento. 
b. En un plazo no inferior a diez días ni superior a quince. 
c. En un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez. 
d. En todo caso, un máximo de quince días naturales. 

 
42. ¿Qué recurso procederá contra los actos firmes en vía administrativa? 
a. Procederá el recurso extraordinario de revisión o el recurso de reposición 
b. Sólo procederá el recurso de alzada. 
c. Sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias 

previstas en el artículo 125.1. 
d. Ninguno, al no caber recurso en vía administrativa. 

 

43. En la tramitación de los recursos administrativos, cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos 
hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a 
los interesados para que, formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes 
que estimen procedentes. ¿en qué plazo? 

a. En un plazo no inferior a diez días ni superior a treinta. 
b. En un plazo no inferior a diez días ni superior a quince. 
c. En un plazo no superior a diez días. 
d. En un plazo no superior a quince días. 

 

44. ¿Cuál de los siguientes procedimientos, es un procedimiento especial regulado en el orden 
contencioso-administrativo? 

a. Procedimiento para la protección de las libertades públicas de la persona. 
b. Procedimiento para la garantía de la unificación de doctrina. 
c. Procedimiento para la declaración judicial de extinción de partidos políticos. 
d. Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa no contempla 

procedimientos especiales. 
 

45. ¿Qué actos podrán revocar las Administraciones Públicas? 
a. Los actos de gravamen o favorables, aunque haya transcurrido el plazo de prescripción. 
b. Mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus actos de gravamen o favorables, siempre 

que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al 
principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 

c. Los actos de gravamen o desfavorables, aunque haya transcurrido el plazo de prescripción. 
d. Mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus actos de gravamen o desfavorables, siem-

pre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria 
al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 

46. En el orden contencioso-administrativo ¿qué ocurre si el demandante fundara sus pretensio-
nes en la ilegalidad de una disposición general? 

a. Se considerará también parte demandada a la Administración autora de la misma, aunque no proceda 
de ella la actuación recurrida. 

b. No se considerará también parte demandada a la Administración autora de la misma, aunque no 
proceda de ella la actuación recurrida. 

c. No se considerará también parte demandada a la Administración autora de la misma. 
d. Se considerará también parte demandada a la Administración autora de la misma, siempre que pro-

ceda de ella la actuación recurrida. 
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47. En referencia a la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas ¿la indemni-
zación procedente, podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada me-
diante pagos periódicos? 

a. No, nunca. 
b. Si, cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés público, 

siempre que exista acuerdo con el interesado. 
c. Si, aunque no exista acuerdo con el interesado. 
d. Depende de la cantidad económica a indemnizar. 

 
48. Cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existen-

cia de un funcionamiento anormal en la tramitación de los recursos de amparo o de las cues-
tiones de inconstitucionalidad ¿a quién le corresponde fijar el importe de las indemnizaciones 
que proceda abonar? 

a. Al Ministerio de Justicia. 
b. Al Consejo de Ministros. 
c. Al propio Tribunal Constitucional. 
d. A la Administración que haya causado el funcionamiento anormal. 

 
49. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, establece los princi-

pios de la potestad sancionadora ¿cuál de las siguientes respuestas es un principio de la po-
testad sancionadora? 

a. Principio de retroactividad. 
b. Principio de graduación. 
c. Principio de legalidad. 
d. Principio de concurrencia. 

 

50. El acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora ¿debe contener 
medidas de carácter provisional? 

 
a. No. 
b. Si, siempre que lo haya acordado el órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador. 
c. Si, siempre que lo haya acordado el instructor del procedimiento. 
d. No, porque debe contener medidas definitivas. 

 
51. ¿Tendrán la consideración de contratos privados? 
a. Los celebrados por entidades del sector privado que reúnan la condición de poder adjudicador. 
b. Los celebrados por entidades del sector privado que no reúnan la condición de poder adjudicador. 
c. Los celebrados por entidades del sector público que reúnan la condición de poder adjudicador. 
d. Los celebrados por entidades del sector público que no reúnan la condición de poder adjudicador. 

 

52. ¿cuál de las siguientes entidades se considera que forma parte del sector público? artículo 3 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 

a. Los fondos con personalidad jurídica propia. 
b. Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas depen-

dientes. 
c. Los Organismos Autónomos, las Universidades privadas y las autoridades administrativas depen-

dientes. 
d. Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social. 

 
53. La Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiación forzosa, contempla unos procedimien-

tos especiales. En el supuesto de la expropiación por zonas o grupos de bienes, cuando la 
Administración tenga que expropiar grandes zonas territoriales o series de bienes suscepti-
bles de una consideración de conjunto ¿quién podrá acordar, mediante Decreto, la aplicación 
del procedimiento expropiatorio especial? 

a. El Consejo de Ministros. 
b. El Pleno municipal. 
c. El Parlamento autonómico. 
d. El Ministro que pretenda expropiar. 
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54. ¿Cómo se inicia el procedimiento de concesión de las subvenciones previstas nominativa-

mente en los presupuestos? 
a. Se iniciará de oficio por el centro gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención. 
b. Se iniciará a instancia del interesado. 
c. Se iniciará de oficio por el centro gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención, o 

a instancia del interesado, y terminará con la resolución de concesión o el convenio. 
d. Se iniciará de oficio por el centro gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención, o 

a instancia del interesado, sin necesidad de terminar el procedimiento con la resolución de concesión. 
 

55. ¿Cuál de los siguientes impuestos, es un tributo directo de carácter real? 
a. Sólo el Impuesto sobre Actividades Económicas. 
b. Sólo el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 
c. El Impuesto sobre Actividades Económicas y el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 
d. Sólo el Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. 

 
 

56. Según el artículo 6 de la Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Construcciones, Ins-
talaciones y Obras que tiene aprobada el Ayuntamiento de Valdemoro ¿por qué estará consti-
tuida la base imponible de este Impuesto? 

a. Por el IVA y demás impuestos. 
b. Por los honorarios de profesionales. 
c. Por el beneficio empresarial del contratista. 
d. Por el coste real y efectivo de la construcción, instalación u obra, entendiéndose por tal, su coste de 

ejecución material. 
 

57. ¿Qué constituyen ingresos de derecho privado de las entidades locales? 
a. Los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las ad-

quisiciones a título de herencia, legado o donación. 
b. Los que procedan, por cualquier concepto, de los bienes de dominio público local. 
c. El importe obtenido en la enajenación de bienes integrantes del patrimonio de las entidades locales 

como consecuencia de su afectación como bienes de dominio público y posterior venta. 
d. Únicamente los que procedan de lo recaudado por los contribuyentes. 

 
58. ¿Qué contendrán al menos las Ordenanzas fiscales? 
a. Los regímenes de su aprobación y de ingreso. 
b. Los regímenes de declaración y de ingreso. 
c. Las fechas de declaración y de ingreso. 
d. Lo que considere pertinente el Alcalde. 

 
59. ¿En qué casos serán inadmitidas las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento? 
a. Cuando la deuda deba ser declarada mediante autoliquidación y esta última no haya sido objeto de 

presentación con anterioridad o conjuntamente con la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento. 
b. Todas las solicitudes deben ser admitidas. 
c. Cuando la deuda deba ser declarada mediante liquidación provisional. 
d. Cuando la deuda deba ser declarada mediante liquidación definitiva. 

 
60. Aprobado inicialmente el presupuesto general de la Entidad Local, se expondrá al público, 

previo anuncio en el boletín oficial de la provincia o, en su caso, de la comunidad autónoma 
uniprovincial, ¿por cuánto tiempo? 

a. 30 días. 
b. Un mes. 
c. 10 días. 
d. 15 días. 
 
 
 



12 

 

 

61. Según el art. 13.2 de la Ley 7/1G85, de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
la creación de nuevos municipios solo podrá realizarse sobre la base de núcleos de población 
territorialmente diferenciados, de al menos: 

a. 4.000 habitantes 
b. 5.000 habitantes 
c. 15.000 habitantes 
d. 25.000 habitantes 

 
62. Según el art. 20 de la Ley 7/1G85, de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, 

cuál de los siguientes órganos existen en todos los municipios: 
a. Los Tenientes de Alcalde y la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones 
b. El Alcalde y la Junta de Gobierno Local 
c. La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones y la Comisión Especial de Cuentas 
d. El Pleno y la Comisión Especial de Cuentas 

 
63. Según el art. 63 de la Ley 7/1G85, de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, los 

actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico 
podrán ser directamente impugnados antes la jurisdicción contencioso-administrativa: 

a. Por la Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas 
b. Por la propia Entidad Local 
c. Por los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos o acuerdos 
d. Por el órgano jerárquicamente superior al que adoptó tales actos o acuerdos 

 
64. Según el art. 75.ter de la Ley 7/1G85, de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, 

en los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 50.001 y 100.000 habi-
tantes, los miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no 
excederá de: 

a. Quince 
b. Dieciocho 
c. Veintidós 
d. Veinticinco 

 
65. Indique cuál de las siguientes atribuciones NO corresponde al Pleno Municipal, según lo dis-

puesto en el art. 22 de la Ley 7/1G85, de 2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local: 
a. La aprobación de la forma de gestión de los servicios 
b. La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento 
c. La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación munici-

pal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística 
d. La aprobación de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos de urbanización 

 
66. En los municipios de gran población, según disponen los arts. 122 y 123 de la Ley 7/1G85, de 

2 de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local, la competencia para la aprobación y 
modificación de las ordenanzas y reglamentos municipales puede delegarse a favor de: 

a. La Junta de Gobierno Local 
b. El Consejo Social de la Ciudad 
c. Las Comisiones del Pleno 
d. El Alcalde 

 
67. Según el art. 109 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (RD 1372/1986 de 13 de 

junio), los bienes inmuebles patrimoniales no podrán enajenarse, gravarse ni permutarse sin 
autorización del órgano competente de la Comunidad Autónoma, cuando su valor exceda: 

a. Del 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto anual 
b. Del 15 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto anual 
c. Del 20 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto anual 
d. Del 25 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto anual 
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68. Según el art. 113 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales (Decreto de 17 de 
junio de 1955) cuál de las siguientes NO es una forma de prestación indirecta de los servicios 
de competencia de las Corporaciones locales: 

a. Sociedad privada, municipal o provincial 
b. Concierto 
c. Concesión 
d. Arrendamiento 

 
69. Según el art. 41 de la Ley 2/2002, de 19 de junio, de Evaluación Ambiental de la Comunidad de 

Madrid, indique cuál de las siguientes actividades está sometida al procedimiento de Evalua-
ción Ambiental de Actividades: 

a. Laboratorios de análisis clínicos 
b. Centros sanitarios asistenciales, extrahospitalarios, clínicas veterinarias, médicas, odontológicas y 

similares. 
c. Talleres de reparación de maquinaria en general 
d. Instalaciones en las que se realicen prácticas de embalsamamiento y tanatopraxia 

 
70. Según lo determinado en el art. 10 de la Ley 17/1997, de 4 de julio, de Espectáculos Públicos y 

Actividades Recreativas, en el que se regulan las licencias provisionales de funcionamiento 
señale cuál de las siguientes afirmaciones NO es cierta: 

a. Podrán concederse en los supuestos en que la comprobación administrativa, a que hace referencia 
el artículo 8.2 de esta Ley, resulte desfavorable 

b. Podrán tener una vigencia superior a 12 meses por causa justificada y a instancia del solicitante. 
c. Podrán tener una vigencia superior a 6 meses por causa justificada y a instancia del solicitante. 
d. Podrán concederse siempre que ello no suponga riesgo para la seguridad de las personas, lo que se 

hará constar en el expediente mediante certificación del técnico competente. 
 

71. Uno de los efectos inmediatos de la Sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional fue: 
a. Derogar todas las leyes urbanísticas autonómicas. 
b. Crear un marco estatal unificado de aplicación plena en materia de urbanismo. 
c. Generar un vacío normativo temporal hasta que las Comunidades Autónomas aprobaron normas pro-

pias en materia de urbanismo. 
d. Obligar a los ayuntamientos a revisar todo su planeamiento general. 

 
72. ¿Cuál de las siguientes situaciones genera ius aedificandi patrimonializado? 
a. Tener asignada una edificabilidad en un avance de planeamiento. 
b. Disponer de una licencia firme y válida conforme al planeamiento vigente. 
c. Haber presentado un Estudio de Detalle. 
d. Haber transcurrido más de 4 años desde la realización de obras sin licencia. 

 
73. Según el RDL 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Suelo y Rehabilitación Urbana, en una actuación de nueva urbanización, ¿cuál es el límite mí-
nimo del deber legal de cesión de edificabilidad lucrativa sometida a equidistribución? 

a. 5% 
b. 10% 
c. El porcentaje que fije la Comunidad Autónoma 
d. En actuaciones de nueva urbanización no existe tal cesión. 

 
74. Según la legislación urbanística de la Comunidad de Madrid, ¿puede un Proyecto de Alcance 

Regional desarrollarse sobre suelo no urbanizable de protección? 
a. No, está expresamente prohibido. 
b. Sí, sin necesidad de obtener calificación urbanística. 
c. Sí, pero implica la tramitación de una Modificación Puntual del planeamiento general. 
d. Sí, siempre y cuando el municipio afectado no muestre oposición. 
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75. Según establece la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid (LSCM), 
para cumplir su función y objeto, todo Plan de Sectorización deberá: 

a. Resolver la adecuada integración de la nueva propuesta urbanística en la estructura de ordenación 
municipal definida por el correspondiente Plan General. 

b. Establecer los compromisos que vinculan a la Administración pública con los propietarios del suelo. 
c. Concretar la relación de bienes y derechos afectados a incluir en el Proyecto de Expropiación. 
d. Ser coherente con todas las determinaciones estructurantes fijadas por el planeamiento general. 

 
76. El plazo de información pública tras la aprobación inicial de un Plan General es: 
a. 20 días hábiles. 
b. No inferior a un mes. 
c. No inferior a 45 días. 
d. Dos meses. 

 
77. Cuando no se contenga directamente en el planeamiento urbanístico, la delimitación de las 

unidades de ejecución y su modificación: 
a. Se llevará a cabo a través de una modificación puntual no sustancial del planeamiento. 
b. Tendrá que ser aprobada por la Comunidad de Madrid en municipios inferiores a 15.000 habitantes, 

previo informe preceptivo y vinculante de la Comisión de Urbanismo. 
c. En ningún caso podrán alterar el destino del suelo, incrementar la edificabilidad y desconocer o in-

fringir las demás limitaciones que les imponga el correspondiente Plan General o Parcial. 
d. Se acordará por los municipios, previos los trámites de aprobación inicial, notificación personal a los 

propietarios y titulares de derechos afectados e información pública por veinte días. 
 

78. Según el artículo 89 de la LSCM, uno de los supuestos para que la reparcelación pueda ser 
económica es que las circunstancias de edificación hagan impracticable la reparcelación ma-
terial. ¿Qué porcentaje mínimo de la superficie total de la unidad de ejecución debe estar en 
esta situación? 

a. El 50 por 100 de la superficie total. 
b. El 25 por 100 de la superficie total. 
c. El 20 por 100 de la superficie total. 
d. El 10 por 100 de la superficie total. 

 

79. De acuerdo con el artículo 174 de la LSCM, ¿cuál de los siguientes NO es un fondo adscrito al 
patrimonio público de suelo? 

a. El importe recaudado en concepto de impuestos patrimoniales de bienes integrantes del patrimonio 
público de suelo. 

b. Los créditos que tengan como garantía hipotecaria los bienes incluidos en el patrimonio público de 
suelo. 

c. Los beneficios de sociedades públicas o mixtas, cuando la aportación de capital público consista en 
bienes integrantes del patrimonio público de suelo. 

d. Las transferencias presupuestarias que tengan como finalidad específica la adquisición de bienes 
para el patrimonio público de suelo. 

 

80. Según el art. 144 LSCM, ¿qué requiere una parcelación rústica en suelo no urbanizable de 
protección? 

a. No requiere autorización si se cumple con la normativa agraria. 
b. Solo comunicación previa dirigida a la Consejería competente en materia de agricultura. 
c. Informe previo y vinculante de la Consejería competente en materia de agricultura, en caso de ser 

desfavorable. 
d. Declaración responsable acompañada de informe técnico. 

 

81. ¿Cuál es el plazo de prescripción de infracciones urbanísticas en suelo urbano según el art. 
236 LSCM? 

a. 4 años. 
b. 6 años. 
c. 10 años. 
d. Indefinida. 
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82. Según la LSCM, en el suelo urbano no consolidado no podrán realizarse, mientras no cuente 

con ordenación pormenorizada: 
a. Obras de mantenimiento y conservación de construcciones, edificios e instalaciones. 
b. Instalaciones de carácter provisional que no estén expresamente prohibidas por la legislación secto-

rial ni por el planeamiento. 
c. Obras correspondientes a infraestructuras, equipamientos y servicios públicos de las redes definidas 

por la ordenación estructurante del planeamiento general. 
d. Obras de ampliación de edificaciones existentes hasta un máximo del diez por ciento de incremento 

de edificabilidad, que habrán de cesar en todo caso y ser demolidas, sin indemnización alguna, 
cuando lo acordare la Administración urbanística. 

 
83. ¿Qué característica diferencia a los consorcios urbanísticos de las sociedades urbanísticas? 
a. Los consorcios siempre implican contar con financiación privada. 
b. Las sociedades funcionan exclusivamente como fundaciones. 
c. El consorcio es una entidad pública, mientras la sociedad puede tener capital mixto. 
d. Los consorcios han de estar constituidos, al menos, por una entidad local. 

 
84. De acuerdo con lo establecido en las disposiciones de carácter general del Plan General de 

Valdemoro, ¿cuál de las siguientes circunstancias obliga a su revisión? 
a. Cuando se encuentre urbanizado el 80% del suelo urbanizable sectorizado y no sectorizado. 
b. Cuando se solicite al menos por el 25% de los propietarios del suelo del municipio. 
c. Cuando no sea posible tramitar una Modificación Puntual. 
d. Cuando se encuentren aprobados definitivamente los instrumentos de planeamiento y gestión del 

80% del suelo urbanizable sectorizado. 
 

85. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones se encuentra así regulada en el Plan General de Valde-
moro? 

a. En zona de Ordenanza 1 Casco Histórico se prohíben las plantas de ático. 
b. En zona de Ordenanza 2 Manzana Cerrada la ocupación máxima de parcela es del 70%. 
c. En zona de Ordenanza 4 Bloque Abierto el fondo máximo edificable sobre rasante es de 29 m. 
d. En zona de Ordenanza 5 Vivienda Unifamiliar el coeficiente de edificabilidad máxima varía entre 0,75 

m2/m2 y 1,20 m2/m2, dependiendo del grado. 
 

86. ¿Cuál de las siguientes categorías no se encuentra recogida en el Plan General de Valdemoro 
para el Suelo No Urbanizable de Protección? 

a. Cauces y Riberas. 
b. Protección de valor ecológico. 
c. Protección Red Supramunicipal. 
d. Protección de valor agrícola. 

 
87. En el Catálogo de bienes a proteger del Plan General de Valdemoro, ¿cuál de las siguientes no 

es un tipo de protección? 
a. Protección de visualizaciones. 
b. Protección de jardines históricos. 
c. Protección del medio no urbano. 
d. Protección individualizada de parcelas. 

 
88. ¿Cuál es el objeto principal de la Ley Estatal 7/2022, de 8 de abril? 
a. Regular exclusivamente los residuos peligrosos. 
b. Transponer directivas europeas en materia de residuos. 
c. Establecer el régimen jurídico de la economía circular y residuos. 
d. Regular únicamente la recogida municipal de residuos. 
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89. Según el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley del Catastro Inmobiliario, ¿cuál de las siguientes afirmaciones es correcta? 

a. El valor catastral puede ser superior al de mercado siempre que el precio de venta no esté limitado 
administrativamente. 

b. La determinación del valor catastral, salvo ciertos supuestos, se efectuará mediante la aplicación de 
la correspondiente ponencia de valores. 

c. El valor catastral no depende de los gastos de producción y beneficios de la actividad empresarial de 
promoción. 

d. El valor catastral está integrado por el valor catastral del suelo, el valor catastral de las construcciones 
y el valor catastral del contenido del inmueble. 

 

90. ¿Qué norma desarrolla reglamentariamente la Ley 8/1993, de 22 de junio, de Promoción de la 
Accesibilidad y Supresión de Barreras Arquitectónicas de la Comunidad de Madrid? 

a. Decreto 21/2000. 
b. Decreto 13/2007. 
c. Decreto 141/1998. 
d. Decreto 6/2015. 

 

91. Cuál de las siguientes afirmaciones NO es aplicable al principio de trasversalidad de igualdad 
de trato entre mujeres y hombres al que se refiere el art. 15 de la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de 
marzo 

a. Informará, con carácter transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos 
b. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de sus dis-

posiciones normativas 
c. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la definición y presupuestación de 

políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades 
d. Supone la colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación 

del principio de igualdad de trato y de oportunidades 
 

92. Según lo determinado en los arts. 37 y 41 de la Ley 17/1997, de 4 de julio, de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas, la celebración de espectáculos públicos y actividades re-
creativas regulados en dicha Ley sin las preceptivas licencias o autorizaciones: 

a. Se considera infracción grave 
b. Se considera infracción muy grave 
c. Será sancionada con la suspensión o prohibición de la actividad o espectáculo por un período máximo 

de seis meses 
d. Será sancionada con multa de hasta 4.500 euros. 

 

93. De conformidad con lo dispuesto en el art. 3 de la Ley 1/1997, de 8 de enero, reguladora de la 
Venta Ambulante de la Comunidad de Madrid, indique cuál de las siguientes NO es una moda-
lidad de venta ambulante: 

a. La realizada en mercadillos de manera periódica u ocasional en puestos o instalaciones desmonta-
bles, móviles o semimóviles. 

b. La realizada en vehículos con carácter itinerante 
c. La realizada en los puestos autorizados en vía pública de carácter fijo y estable 
d. La realizada en recintos o espacios reservados para la celebración de las fiestas populares 

 
94. Según el art. 17 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado Se 

considerará que concurren los principios de necesidad y proporcionalidad para la exigencia 
de una autorización para el ejercicio de una actividad económica cuando (señale la opción 
INCORRECTA): 

a. Cuando por la existencia de impedimentos técnicos, cualquiera que sea su alcance, el número de 
operadores económicos del mercado sea limitado 

b. Cuando por la escasez de recursos naturales, el número de operadores económicos del mercado sea 
limitado 

c. Cuando por la utilización de dominio público, el número de operadores económicos del mercado sea 
limitado 

d. Cuando en función de la existencia de servicios públicos sometidos a tarifas reguladas, el número de 
operadores económicos del mercado sea limitado 
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95. Según el art. 7 del Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, 
cuál de las siguientes competencias NO corresponde a los municipios: 

a. La regulación, ordenación, gestión, vigilancia y disciplina, por medio de agentes propios, del tráfico 
en las vías urbanas de su titularidad. 

b. La coordinación de la prestación de la asistencia sanitaria en las vías públicas o de uso público 
c. La inmovilización de los vehículos en vías urbanas cuando no dispongan de título que habilite el 

estacionamiento en zonas limitadas en tiempo o excedan de la autorización concedida. 
d. La restricción de la circulación a determinados vehículos en vías urbanas por motivos medioambien-

tales 
 

96. Según establece el art. 42 del Decreto 124/1997, de 9 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de Sanidad Mortuoria, los Ayuntamientos tienen competencia para: 

a. La Inspección sanitaria de empresas, establecimientos y servicios funerarios 
b. La Homologación de medios materiales utilizados para la prestación de servicios funerarios 
c. La autorización y el control sanitario de empresas, instalaciones y servicios funerarios regulados en 

este Reglamento 
d. La acreditación de personal apto para ejercer las funciones de preparación, tratamiento, conservación 

y embalsamamiento de cadáveres 
 

97. Según el art. 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, estarán obligados a relacionarse con la Administración a 
través de medios electrónicos (señale la opción INCORRECTA): 

a. Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los 
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad 
profesional, a excepción de los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles 

b. Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con 
ellas por razón de su condición de empleado público 

c. Las personas jurídicas 
d. Las entidades sin personalidad jurídica 

 
98. Según el art. 31.2 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-

traciones Públicas, ¿qué efecto tiene la presentación de un escrito a través del registro elec-
trónico en un día inhábil? 

a. Se considera presentado el primer día hábil siguiente, sin excepción. 
b. Se considera presentado en la fecha y hora oficial del registro electrónico, pero a efectos de plazos 

se entiende presentado el primer día hábil siguiente. 
c. No se admite la presentación de escritos en días inhábiles. 
d. Se considera presentado en la fecha real de presentación, produciendo efectos inmediatos sobre los 

plazos. 
 

99. Según el art. 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales 
y garantía de los derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de 
edad únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando 

a. Sea mayor de doce años 
b. Sea mayor de catorce años 
c. Sea mayor de quince años 
d. Sea mayor de dieciséis años 

 
100. El órgano competente para conocer de las reclamaciones en materia de acceso a la informa-

ción pública frente a resoluciones dictadas por entidades locales, en el ámbito de la Comuni-
dad de Madrid es: 

a. La Comisión Técnica de Protección de Datos de la Comunidad de Madrid 
b. El Consejo Consultivo de la Comunidad de Madrid 
c. El Consejo de Transparencia y Protección de Datos de la Comunidad de Madrid. 
d. La Comisión Jurídica Asesora 
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PREGUNTAS DE RESERVA 

 
101. ¿Qué datos son obligatorios en el padrón municipal según el art. 16 de la Ley 7/1G85, de 2 de 

abril Reguladora de las Bases del Régimen Local? 
a. Nombre y apellidos, nacionalidad, nivel de estudios, teléfono y dirección de correo electrónico habili-

tada 
b. Nombre y apellidos, sexo, domicilio habitual, nacionalidad, lugar y fecha de nacimiento, DNI y certifi-

cado o título escolar o académico 
c. Nombre y apellidos, sexo, nacionalidad, certificado académico y número de cuenta bancaria 
d. Nombre y apellidos, domicilio habitual, número de teléfono, certificado académico 

 
102. Señale cuál de las siguientes afirmaciones NO es cierta, según el art. 57 de la Ley 7/1985, de 2 

de abril Reguladora de las Bases del Régimen Local: 
a. Las Entidades Locales deberán constituir consorcios y suscribir convenios con las Administraciones 

del Estado y de las Comunidades Autónomas en asuntos de interés común. 
b. La suscripción de convenios y constitución de consorcios deberá mejorar la eficiencia de la gestión 

pública. 
c. La constitución de un consorcio solo podrá tener lugar cuando la cooperación no pueda formalizarse 

a través de un convenio. 
d. La constitución del consorcio no pondrá en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Ha-

cienda de la Entidad Local de que se trate. 
 

103. Según la estructura de usos del Plan General de Valdemoro, ¿cuál de las siguientes categorías 
no se incluye dentro de la clase “Vivienda”? 

a. Unifamiliar. 
b. Multifamiliar. 
c. Colectiva. 
d. Residencia Colectiva. 

 
104. En el suelo categorizado como Paisajístico-Forestal en el Plan General de Valdemoro, ¿cuál 

es el régimen respecto a la ganadería extensiva? 
a. Está prohibida de forma permanente para evitar la presión antrópica. 
b. Está permitida desde el primer momento como uso tradicional compatible. 
c. No se considera un uso propio hasta que se produzca la consolidación y crecimiento suficiente de la 

masa forestal. 
d. Requiere una calificación urbanística específica de uso industrial agropecuario. 

 
105. Según el artículo 78 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuáles son 
los procedimientos de provisión de puestos de trabajo del personal funcionario de carrera? 

a. La oposición y el concurso-oposición. 
b. El concurso y la libre designación con convocatoria pública. 
c. La libre designación y la asignación directa. 
d. La oposición y el concurso de méritos. 

 
106. Según el artículo 8G del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 

aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público para solicitar 
la excedencia voluntaria por interés particular, el funcionario debe: 

a. Haber prestado servicios efectivos en cualquier Administración Pública durante un periodo mínimo de 
cinco años inmediatamente anteriores. 

b. Haber prestado servicios efectivos en la Administración en la que está destinado durante un periodo 
mínimo de cinco años inmediatamente anteriores. 

c. Haber prestado servicios efectivos desde la adquisición de la condición de funcionario público y ca-
recer de antecedentes desfavorables. 

d. Haber prestado servicios cinco años desde la adquisición de la condición de funcionario público. 
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107. ¿Cuántos vocales elegidos por las Cortes Generales entre jueces y juristas de reconocida 
competencia componen el Consejo General del Poder Judicial además de su Presidente? 

a.  20 
b.  15 
c.  30 
d.  10 

 
108. Según el artículo sesenta y dos de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Cons-

titucional, ¿quién puede formalizar directamente un conflicto de competencias cuando consi-
dere que una disposición o resolución de una Comunidad Autónoma no respeta el orden de 
competencia establecido en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía o en las Leyes 
orgánicas correspondientes? 

a. El Gobierno. 
b. El Consejo de Estado. 
c. La Fiscalía General del Estado. 
d. La Abogacía del Estado. 

 
109. En referencia a la gestión del presupuesto de gastos de la Entidad Local, ¿cuál de las siguien-

tes respuestas se considera una fase del procedimiento de gestión de gastos? 
a. Autorización del gasto. 
b. Compromiso de pago. 
c. Ordenación de gasto. 
d. Disposición de pago. 

 
110. En el ejercicio de sus funciones ¿cómo actúa la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Ma-

drid? 
a. Con dependencia del Tribunal de Cuentas. 
b. Con dependencia de la Asamblea de Madrid. 
c. Con plena independencia y sometimiento al ordenamiento jurídico. 
d. Con plena dependencia de la Administración de la Comunidad de Madrid. 

 
 

 
En Valdemoro, a la fecha de la firma electrónica 

 

 

 

 

María Jesús López Portero 

Secretaria del Tribunal 
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